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				Resumen

				El presente ensayo tiene como fin identificar la estrecha relación entre el derecho humano al desa-rrollo y el modelo de gestión u organización de la economía social y solidaria, para lograr la efec-tividad del primero, ante las actuales asimetrías de desigualdad e injusticia social que acontecen en el país. Tema que permite reflexionar el alcance de la protección del derecho fundamental referido y atiende al actual contexto social en la realidad mexicana y en las políticas públicas necesarias e idóneas, derivadas de las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos, para que la per-sona en forma individual o colectiva participe en el complejo proceso económico, social, cultural y político, local o regional, y disfrute de los beneficios obtenidos para una mejor calidad de vida.

				Palabras claves: Derecho humano al desarrollo, economía social y solidaria, políticas públicas.

				Abstract

				The purpose of this work is to identify the close relationship between the human right to develop-ment and the management or organization model of the social and solidarity economy to achieve the effectiveness of the former, given the current asymmetries of inequality and social injustice oc-curring in the country. Subject that allows us to reflect on the scope of protection of the fundamen-tal right referred to, taking into account the current social context in the Mexican reality and the necessary and suitable public policies derived from the state’s obligations regarding human rights, so that the person individually or collectively participate in the complex local or regional economic, social, cultural and political process, and enjoy the benefits obtained for a better quality of life.

				Keywords: Human right to development, social and solidarity economy, public policies.
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				Introducción

				La existencia de diversas necesidades y problemas en la sociedad han hecho, junto con la influencia externa de la globalización, que dentro de la organización del Estado se reconozcan cada vez ma-yores derechos humanos en los cuerpos normativos de México; a través de diversos mecanismos e instrumentos ha asumido el deber de satisfacer cada vez mayores dimensiones de eficacia.

				La actualización constante del marco de referencia del Estado Constitucional de Derecho y Democrático, ha sido una pieza clave para el desarrollo de los criterios de contenido y alcance del cumplimiento de los derechos humanos, donde la reforma constitucional del 2011 ha traído en for-ma paradigmática la expansión de los derechos de las personas, que requieren de acciones positivas de los amplios órganos públicos existentes, para que a través de sus funciones brinden bienes y servicios, bajo los cuales puedan ser satisfechos.

				En este contexto, se tiene el claro contraste que existe entre los postulados normativos por una parte y por la realidad mexicana, donde se aprecian altos márgenes de pobreza, rezagos sociales y amplitud de necesidades de los que derivan problemas que son la causa constante de la violación de derechos humanos, por los limitados recursos económicos generados bajo el modelo económico neoliberal para financiar las acciones públicas y satisfacer los derechos fundamentales; en cambio, en forma paradójica, en lugar de reducir las brechas de desigualdad e injusticia social, aumentan di-chas asimetrías. Resulta de especial interés el estudio del derecho humano al desarrollo, como uno donde las personas en forma individual o colectiva participen y disfruten del desarrollo económico, social, cultural y político, para una mejor calidad de vida.

				De esta manera se pretende advertir el alcance de dicho derecho, así como las evaluaciones externas realizadas conforme al Índice de Desarrollo Humano (IDH) por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), para apreciar sus avances o retrocesos respecto al estado en el que se encuentran las principales desigualdades en el país, a fin de dimensionar sus alcances de satisfac-ción. Ello ante un escenario donde no sólo es importante el desarrollo económico del país, como lo postula el modelo económico neoliberal, pues es necesaria la búsqueda de alternativas para el dere-cho humano al desarrollo como es la economía social y solidaria (ESS), donde las personas puedan participar de una manera diferente conforme a valores de la justicia, cooperación, reciprocidad y ayuda mutua en las diversas etapas de producción, distribución, consumo y financiación, lo cual permita no sólo la reducción de la desigualdad, sino la generación de riqueza que pueda distribuirse en forma equitativa y posterior en la satisfacción de las necesidades de las personas, para una alto nivel de vida.

			

		

	
		
			[image: ]
		

		
			
				El derecho humano al desarrollo, la economía social y solidaria [...]

			

		

		
			[image: ]
		

		
			
				unodiverso 

				Año 3, núm. 3, enero-diciembre 2023

				issn digital: 2954-3592 | doi: 10.54188/UD/03/A/03

			

		

		
			
				UD01/05/4

			

		

		
			
				Atento a lo anterior, las políticas públicas, entendidas como “objetivos públicos compartidos, con el alcance de programas de acción orientados a la consecución de fines sociales valiosos”,1 y bajo las cuales el Estado traduce sus acciones en el especial entorno normativo, hace necesario identifi-car los principios de racionalidad, bajo los cuales deben sujetarse para una perspectiva de derechos humanos que permitan desarrollar el modelo de gestión económico referido, para identificar los retos que implica para su idónea aplicación, respecto al bienestar social de la población en el país.

				El derecho humano al desarrollo y la realidad social en México

				Es notoria la existencia de mecanismos que otorguen la eficacia de los derechos fundamentales conforme a su dignidad, así como la ampliación de su protección paulatina que, al lograr el respeto y cumplimiento en cierto grado de determinados derechos, surge la inquietud de proteger nuevas dimensiones de satisfacción. Ello puede apreciarse de la actual caracterización de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), derivada de la reforma del 2011 en materia de derechos humanos, bajo la cual ha expandido su protección a través del bloque de constitucio-nalidad y que de acuerdo con César Astudillo consiste en:

				La unidad inescindible y permanente de derechos fundamentales de fuente constitucional e internacio-nal reconocidos por el ordenamiento jurídico mexicano, caracterizados por estar elevados al máximo rango normativo y, como consecuencia, compartir el mismo valor constitucional, sin que ninguno de ellos tenga una preeminencia formal sobre los otros.2

				La realidad permite advertir la existencia de criterios en derechos humanos, en el actual Estado de Derecho Constitucional Democrático, para ser efectivos y ser constitucionales con base en el artículo 1 de la CPEUM: universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, e internacionales;3

				
					1.	Mario Ledezma, “Derechos humanos y políticas públicas”, en Políticas Públicas y Derechos Humanos en México, ed. Andrea Rossi y Luis Eduardo Zavala (México: ITESM, 2010), 121.

					2.	César Astudillo, “El bloque y el parámetro de constitucionalidad en la interpretación”, en Estado constitucional, derechos huma-nos, justicia y vida universitaria. Estudios en homenaje a Jorge Carpizo. Estado constitucional, ed. Miguel Carbonell Sánchez, vol. 1. (México: IIJ-UNAM, 2015), 121.

					3 Declaración Universal de los Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Pacto Internacional de Derechos Económi-cos, Sociales y Culturales, Observación General Número 3, del Comité de Derechos Humanos del Pacto Internacional de Derechos, Económicos, Sociales y Culturales, Observación General Número 9 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Convención Americana de 
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				uso máximo de recursos, progresividad, medidas adecuadas, recursos efectivos, tomar en cuenta el desarrollo del país, la no discriminación, niveles mínimos de satisfacción de los derechos y pro-tección de miembros vulnerables de la sociedad en tiempos graves de recursos, bajo los cuales los derechos fundamentales que deben ser satisfechos por los órganos del Estado deben cumplirse y no ser regresivos o discriminatorios, a causa de la limitación de recursos públicos que puedan financiar los bienes y servicios públicos requeridos por la sociedad, tal como puede apreciarse en el conteni-do del artículo 10 de la declaración E / C. 12 / 2007 / 1 del Comité de Derechos Económicos:

				El nivel de desarrollo del país;

				La gravedad de la presunta infracción, teniendo particularmente en cuenta si la situación afecta al disfrute de los derechos básicos enunciados en el Pacto;

				La situación económica del país en ese momento, teniendo particularmente en cuenta si el país atraviesa un período de recesión económica;

				La existencia de otras necesidades importantes que el Estado Parte deba satisfacer con los recursos limitados de que dispone; ¡por ejemplo, debido a un reciente desastre natural o a un reciente conflicto armado interno o internacional;

				Si el Estado Parte trató de encontrar opciones de bajo costo; y

				Si el Estado Parte recabó cooperación y asistencia de la comunidad internacional o rechazó sin motivos suficientes los recursos ofrecidos por la comunidad internacional para la aplica-ción de lo dispuesto en el Pacto.

				Bajo la orientación normativa antes referida, no puede aducirse por los entes públicos la ausen-cia de recursos económicos para no satisfacer derechos fundamentales sin antes justificar. Se han agotado los pasos previos para hacerlo. En otras palabras, no puede aplicarse la excepción consis-tente en la regresividad de derechos como regla general.

				En la amplia diversidad de derechos fundamentales a cargo del Estado, se encuentra el de-recho al desarrollo, que es inherente a las personas y a los pueblos de poder participar y disfru-tar del desarrollo económico, social, cultural y político, para realizar plenamente todos sus de-rechos humanos y mejorar su calidad de vida. De igual manera, implica a los pueblos la libre 

				
					Derechos Humanos, Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales “Protocolo de San Salvador”, documento de avance sobre las normas para la confección de los informes periódicos previstos en el artí-culo 19 del Protocolo de San Salvador, Declaración E/C. 12/2007/1 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales del 21 de septiembre de 2007, entre otros.
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				determinación y el derecho inalienable a la plena soberanía de sus riquezas y recursos natura-les. De esta manera su construcción interpretativa, a través de los ordenamientos normativos,4bajo los cuales puede invocarse su protección, permite apreciar el deber de los entes públicos para la consecución de su cumplimiento.

				Debido a lo anterior, se trata de un derecho que puede ejercerse en forma individual o colectiva, permite disfrutar del desarrollo, pero también de la obligación de contribuir a él, lo que implica el deber de un enfoque integral de los derechos humanos y libertades, pues conforme a los prin-cipios de indivisibilidad e interdependencia, debe concretarse el derecho humano al desarrollo al atenderse la promoción, el respeto y el disfrute de todos los derechos fundamentales entre ellos5 a los derechos civiles y políticos, así como de los derechos económicos, sociales y culturales.

				En este contexto, este derecho debe atenderse bajo una estrategia de equidad, donde el desarro-llo sea centrado en las propias personas y más que medir el desarrollo económico en forma cuan-titativa, basado en el nivel del producto interno bruto (PIB) per cápita, que se oriente a mejorar la calidad de vida de las personas, por ello un sector de la doctrina indica se trata de:

				Un esfuerzo por humanizar la economía para que, a través de la provisión de las condiciones básicas para el desarrollo del ser humano, más allá del ingreso económico, pueda verificarse la manera en que éste proporciona la plena satisfacción de las necesidades básicas.6

				De esta manera, a través del IDH que implementa el PNUD, al utilizar indicadores 7como las oportu-nidades de las personas para gozar de una vida larga y saludable, acceso a conocimientos útiles, ya sea en forma individual o social, e ingreso necesario para una vida digna, identifica el progreso de cada nación y los posiciona a través de cuatro categorías: muy alto, alto, medio y bajo.

				
					4.	Al respecto se encuentra inserto en el artículo 2, apartado B, apartado B, fracción I; 25, 26, apartado A; y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículos 25, 28 y 29 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, artículos xi; XII, párrafo segundo; y XIII, párrafo primero de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, principios 2 y 3 de la Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, artículos 1 - 4 de la Declaración sobre el derecho al desarrollo, artículos 1, 2, 3, 5, 6, 9 y 14 de la Declaración sobre el Progreso y Desarrollo en lo Social, artículos 2 y 8 Declaración y Programa de Acción de Viena, artículo 26 Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José”, artículos 1.2, 2.2 y 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículos 2, 6.2, 11.1 y 15 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

					5.	La Declaración sobre el derecho al desarrollo, establece especial énfasis en los derechos civiles, políticos y económicos, sociales y culturales, para la satisfacción del derecho al desarrollo.

					6.	Ricardo Ortega Soriano y José Ricardo Robles Zamarripa, “Desarrollo humano, seguridad humana y derechos humanos: tres miradas hacia un punto de encuentro”, en Seguridad Humana. Una apuesta imprescindible, ed. Ricardo Ortega (México: CDHDF, 2015), 24.

					7.	Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), El índice de Desarrollo Humano en México: cambios metodológicos e información para las entidades federativas (México: PNUD, 2012), 7.
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				 Así, al estudiar las desigualdades respecto a las capacidades en el desarrollo humano en el 2018, no pueden desatenderse cinco aspectos importantes aun presentes en mayor o menor grado en los países, de acuerdo a: a) la existencia de disparidades generalizadas en el desarrollo humano, aun ante el avance al reducir las privaciones externas; b) la emersión de una nueva generación de des-igualdades, la divergencia de capacidades aumentadas aun cuando existen la convergencia de las básicas; c) la acumulación de desigualdades a lo largo de toda la vida que puede generar profundos desequilibrios de poder; d) la evaluación y respuesta a las desigualdades del desarrollo humano que requieren una nueva revolución respecto a su medición; e) la corrección de desigualdades ahora y antes de que acontezcan desequilibrios de poder económico y se trasladen al ámbito político.8

				En este contexto puede apreciarse el statu quo de las acciones realizadas por el Estado, respecto a los niveles de bienestar conforme al resultado de cinco índices importantes:9 a) el Índice de Desa-rrollo Humano, b) IDH ajustado a la desigualdad, c) desarrollo de género, d) desigualdad de género y e) pobreza multidimensional. El primero con un valor de 0.767 en el IDH, que posiciona al Estado dentro del grupo de desarrollo humano alto, en el número 76 de un total de 189 países, criterio que al ser ajustado, conforme al segundo índice, le otorga un valor de 0.595, bajo el cual se aprecia la trascendencia de dicha pérdida en 17 puntos. Por otra parte, el tercero posiciona a México con un valor a 0.957 considerado en el grupo 2; es decir, dentro de los países con un nivel medio-alto de igualdad, el cuarto en 0.334 posiciona al país en el lugar 74 en dicho ranking y, finalmente, el quinto con el valor 39.2%, el cual resulta menor a la media en América Latina y el Caribe, de acuerdo a lo indicado por United Nations Development Programme and Oxford Poverty and Human Develop-ment Initiative.10

				No obstante la aplicación del actual modelo de estabilidad macroeconómica de corte neoliberal —la cuarta etapa al que ha transitado la economía mexicana en las últimas décadas11 en su relación 

				
					8.	Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), Informe sobre Desarrollo Humano 2019. Más allá del ingreso, más allá de los promedios, más allá del presente: Desigualdades del desarrollo humano en el siglo XXI (EUA: PNUD, 2019), 3-17.

					9.	PNUD, Informe sobre Desarrollo Humano 2019, 25-29

					10.	PNUD, 18-19.

					11.	Gerardo Esquivel, “De la inestabilidad macroeconómica al estancamiento estabilizador: el papel del diseño y la conducción de la política económica”, en Los grandes problemas de México. Crecimiento económico y equidad, coord. Nora Lustig (México: El Colegio de México, 2010), 36. Para Gerardo Esquivel, la economia de México puede estudiarse a través de diferentes fases hasta llegar al vigente; al respecto pueden encontrarse cuatro tipos importantes: la primera basada a través del desarrollo estabilizador aplicado desde la recuperación de la Gran Depresión hasta aproximadamente 1970, bajo el cual creció rápido y con estabilidad de precios; la segunda de 1970 a 1982, en la que creció a tasas altas pero sufrió de inestabilidad macroeconómica con episodio de devaluación, inflación y endeudamiento externo; la tercera de 1982 a 1994, en el cual el país presentó ajustes económicos y cho-ques externos negativos como fue el aumento de la tasa de interés mundial, la caída del precio internacional del petróleo, lo que derivó en la realización de reformas económicas importantes y la atención a la profunda crisis económica presentada desde 1994 a mediados de 1995; y finalmente, de este último año a la fecha, la cuarta fase, en la que se logra la estabilidad macroeconómica pero existe un bajo crecimiento económico, esto es, inferior al 2% al año, en términos per cápita.
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				con el cumplimiento del derecho humano al desarrollo y pese a los resultados obtenidos en el IDH referidos, resultan limitados al basar la política social, como indica José Luis Coraggio, “a partir de la pretensión de anular la cultura de derechos humanos universales y de centrarse directamente en carencias extremas de sectores de la población considerados riesgosos para la sociedad”;12 por ello en el país existe una población heterogénea de aproximadamente 119,938,473, de los cuales 48.6% son hombres y 51.4% mujeres (Instituto Nacional de Estadística y Geografía, 2020), pero sólo 56, 951, 215 personas son económicamente activas (Instituto Nacional de Estadística y Geografía, 2020), de las cuales el 97.06% se encuentran ocupadas (Instituto Nacional de Estadística y Geogra-fía, 2020), mientras que del total de la población en México, 7.6% se ubican en pobreza extrema y 35.9 en pobreza moderada13.

				Lo anterior, aunado a la trascendencia de diversas carencias sociales: en el acceso a la seguridad social con el 57.3%, alimentación 20.4%, servicios básicos en la vivienda 19.8%, servicios de salud 16.2%, calidad y espacios de la vivienda con el 11.1% (Instituto Nacional de Estadística y Geografía, 2020), lo que se suma a la falta de homogeneidad en el desarrollo, pobreza extrema y moderada en cada una de las entidades federativas, principalmente en la región centro-sur del país.

				Como puede apreciarse, existen diversos tipos y grados de desigualdades en el país; además, el crecimiento, basado en el actual modelo económico, es insuficiente para generar la riqueza que pueda satisfacer las necesidades sociales y aumenta la asimetría de dichas brechas,circunstancia que contrasta frente al existente Estado de Derecho Constitucional y Democrático, pues al reconocer este último el principio de igualdad14 de los derechos humanos y la cláusula de prohibición de la discriminación, en la realidad se repite una y otra vez, debido a la desatención de sus causas, como afirma al respecto Gutiérrez Rivas:15 a) la subordinación grupal, al institucionalizarse la estigmati-zación por un grupo en el poder respecto a otro que no lo está por algún rasgo que lo caracteriza y b) su carácter estructural, al no estar aislada, sino que se produce dentro de estas instituciones 

				
					12.	José Luis Coraggio, “El papel de la economía social y solidaria en la estrategia de inclusión social”, Decisio, núm. 24 (mayo-agosto 2011): 24. https://revistas.crefal.edu.mx/decisio/index.php?option=com_content&view=article&id=31&Itemid=136.

					13.	Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL). Medición de la pobreza. México, 2020. https://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/PublishingImages/Pobreza_2018/Cuadro_1_2008-2018.PNG.

					14.	Artículos 1 y 4 primer párrafo, 12, 13, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 1, 2 y 7 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo II de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, artículos 2.1, 3 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículos 2 y 3 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y artículos 1 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José”.

					15.	Rodrigo Gutiérrez Rivas, “La categoría de discriminación y su relación con el paradigma de los derechos huma-nos: un apunte crítico”, en Sin derechos, exclusión y discriminación en el México actual, coord. Elvia Lucía Flo-res Ávalos (México: UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2014), 11-12. https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/3541-sin-derechos-exclusion-y-discriminacion-en-el-mexico-actual.
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				económicas, culturales y políticas, al aplicar tratos injustificados y arbitrarios en forma sistémica y sistemática, que puede ejercerse en la vida cotidiana y parecer inconscientes o no intencionadas.

				Por ello es necesario implementar la no distinción en perjuicio de persona alguna, por así or-denarlo el contenido normativo, las correspondientes a la igualdad material; al reconocerse las di-ferencias de las personas para generarles un estado de equidad, a las cuales el criterio de razonabi-lidad permitirá a quien ejerce las funciones públicas competentes realizar un control no sólo de las disposiciones normativas, sino de las propias políticas públicas que se concretaran en la práctica.

				En este sentido, las acciones de desarrollo económico capitalista que el Estado realiza, bajo ordenamientos jurídicos orgánicos, limita la satisfacción de los derechos fundamentales, lo cual incumple no sólo el contenido dogmático constitucional, sino el de fuente internacional, bajo los cuales el Estado ha asumido los deberes de respeto y protección; ante ello Nash Rojas y Núñez Do-nald16 opinan que la primera es una obligación del Estado de cumplir en forma directa el contenido estricto del derecho inserto en dicha norma jurídica y la segunda de crear condiciones institucio-nales, de organización y procedimientos para el goce y ejercicio de los derechos por las personas.

				De esta manera es necesario ocuparse no sólo en el desarrollo de tipo económico, sino en el humano, lo que implica el diseño y la aplicación de un modelo económico que permita enlazar las áreas de producción, conforme a valores no sólo en el aumento de ingresos, sino también a la dis-tribución equitativa del gasto público, así como a la satisfacción de las necesidades de las personas con un alto nivel de vida.

				El Estado, la economía social y solidaria, y las políticas públicas para el derecho al desarrollo

				Actualmente el desarrollo debe implicar una transformación en el aspecto económico, social y po-lítico medible a través del tiempo, así como de la continuidad de la voluntad política y la validez de los esquemas mentales que dirigen el proceso de cambio. En este sentido, a partir de la aportación de Karl Polanyi sobre economía sustantiva, se identifica por parte de la doctrina,17 se trata de un 

				
					16.	Nash Rojas, Claudio y Constanza Núñez Donald, La tutela judicial efectiva de los derechos fundamentales en Latinoamérica (Mé-xico: Ubijus, 2015), 21-22. 

					17.	Naím Manríquez García, Francisco Martínez Gómez y Sergio Colín Castillo. “Reflexiones en torno a la economía solidaria: una revisión de la literatura”, Iztapalapa Revista de Ciencias Sociales y Humanidades, núm. 83 (julio-diciembre 2017): 14-15.
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				“concepto que hace referencia al proceso de interacción entre los hombres y de estos con la natu-raleza, a partir de lo cual toda sociedad se organiza para proveer de las condiciones materiales que permitan satisfacer las necesidades de todos sus miembros” y contrasta con los resultados de la aplicación del modelo económico neoliberal como bien lo afirma Coraggio:

				Como resultado de la reingeniería conservadora del Estado, del mercado y sus relaciones con la socie-dad, se han generado situaciones de injusticia e ineficiencia social que trascienden la idea de emergencia coyuntural: concentración de la riqueza, destrucción de las fuerzas productivas logradas mediante la in-dustrialización, mercantilización del sistema político, desequilibrio de ecosistemas, pérdida del desarro-llo de capacidades de generaciones de niñas y niños desnutridos, individualismo, etc., que llevará varias décadas de acción consistente revertir.18

				Lo anterior obliga a buscar nuevos modelos de gestión y organización para mejorar el diseño, la aprobación, la aplicación y la evaluación de las políticas públicas, e impulsar la actividad eco-nómica, así como el gasto público. Por ello se valora a la ESS como una herramienta que permita la interacción entre lo económico, lo político y lo social, donde los objetivos de la política eco-nómica queden subordinados a la política social y permita superar la pobreza y desigualdad que acontece en el país, por una eficaz satisfacción del derecho humano al desarrollo. Así, no basta con indicar en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) diversos objetivos explícitos,19 respecto al bienestar si en forma implícita se aplican las líneas de acción del marco económico social del Banco Mundial.

				En este contexto, la ESS busca crear relaciones en las etapas de producción, distribución, consu-mo y financiación, en el ámbito local o regional, al establecer una serie de valores como son justicia, cooperación, reciprocidad y ayuda mutua, que permitan resolver los problemas sociales con una alta calidad de vida; por ello, para José Luis Coraggio se trata de una manera distinta de hace economía:

				Organizando de manera asociada y cooperativa la producción, distribución, circulación y consumo de bienes y servicios no con base en el motivo de lucro privado, sino de la resolución de las necesidades, buscando condiciones de vida de alta calidad para todos los que en ella participan, sus familiares y co-munidades, en colaboración con otras comunidades para resolver las necesidades materiales a la vez que estableciendo lazos sociales fraternales y solidarios, asumiendo con responsabilidad el manejo de los 

				
					18.	Coraggio, “El papel de la economía”, 24.

					19.	Martín Rodríguez Peñaloza y Eduardo Rodríguez Manzanares, “Política económica y política social, como una política pública para combatir la pobreza”, Espacios Públicos 12, núm. 25 (2009): 128, https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=67611350008.
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				recursos naturales y el respeto a las generaciones futuras, consolidando vínculos sociales armónicos y duraderos entre comunidades, sin explotación del trabajo ajeno.20

				No obstante, la diversidad de enfoques existentes de la ESS, como la escuela francesa, anglosa-jona y latinoamericana, la cual se presenta de acuerdo a diversos estudios por la doctrina,21 por el embate del neoliberalismo y sus políticas, aplican prácticas ancestrales como el retorno a la vida y al buen vivir y se distinguen por pretender reorganizar a la sociedad por medio de la base de las autonomías locales y regionales, la activación de relaciones sociales y de formas de organización no capitalistas o no liberales, así como el emergente esfuerzo de un conjunto diferenciado de normas y prácticas culturales.

				Sin duda, hoy puede identificarse que los cambios sociales que buscan los movimientos de gru-pos de personas tienen su causa en los diversos grados de desigualdad y privaciones sociales, lo cual se pretende sustituir con valores éticos y sostenibles, lo cual refleja el surgimiento de la aplicación de la ESS en México en las regiones más pobres, tanto del campo como de la ciudad, ante el contexto sociopolítico y económico de explotación, hambre y pobreza.

				Sin embargo, dicho modelo requiere de ciertos lineamientos necesarios para la reinstituciona-lización de la economía, a la par que construye un sector orgánico de ESS que dispute acciones y recursos públicos con la economía de capital. Al respecto, José Luis Coraggio propone cinco reglas importantes que en esencia son las siguientes:

				Administración de la economía doméstica. Al aumentar la autarquía de este tipo de econo-mías donde se articulan cada unidad domestica con sus propios medios, como lo es el trabajo.

				Reciprocidad. Al fomentar la reciprocidad al atender a la simetría de ayuda mutua al aten-derse al otro como a uno mismo, sin que haya reglas de intercambio como las que existen en las de mercado.

				Redistribución. Lograr la redistribución progresiva de recursos económicos a las comunida-des que mejor puedan reproducirlos, por medio de fondos de desarrollo y bienes públicos.

				Intercambio. La correlación de los mercados debe regularse con la intervención del Estado y la sociedad, a fin de evitar abusos de monopolios, intermediarios e importaciones, para lograr favorecer el poder de compra o venta colectiva de parte de la economía popular.

				
					20.	Coraggio, “El papel de la economía”, 28.

					21.	Manríquez García et al., “Reflexiones en torno a la economía”, 30.
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				Plan. La planeación normativa y de participación fáctica por los entes y redes de ESS, así como la coordinación de diversas acciones económicas de los diversos agentes independientes.22

				En este sentido, el cumplimiento de las políticas públicas deben desarrollarse respecto a la ESS y atenderse en dos momentos importantes; el primero desde el normativo al estar inserto dicho mecanismo económico en diferentes disposiciones jurídicas nacionales23 y bajo ellas lograr la ma-terialización del segundo, es decir, la operación de acciones que permitan la eficacia de las acciones que deben concretar los entes públicos, para que los derechos fundamentales que dependen de su parte puedan ser satisfechos o al estar a cargo de las personas para que sean, a través del estableci-miento de condiciones públicas, quienes puedan cumplirlos.

				De igual manera, las políticas públicas, al pretender resolver un problema público a través de acciones gubernamentales y lograr el bienestar público, deben hacerlo mediante la racionalidad de los principios de eficiencia, eficacia, economía, productividad y oportunidad, a la que se suman las obligaciones del Estado de respetar, proteger, garantizar y promover los derechos humanos, así como la aplicación de los principios que los caracterizan: universalidad, indivisibilidad, inter-dependencia y progresividad. De esta manera, en cuestión práctica, las políticas públicas son los principios de forma,24 donde la eficacia, la eficiencia, la productividad, la economía y la oportuni-dad implican procesos y procedimientos, mientras la perspectiva de derechos humanos establece las directrices de contenido u objetivos de la propia política pública.

				Así, al ser superado el enfoque en el que el Estado debe asistir a las personas con sus necesida-des, por el que son sujetos con derecho de demandar prestaciones y conductas de los entes públicos, los procesos se deben diseñar y las políticas cambiar. Ante ello, el enfoque de derechos humanos de las políticas públicas25 debe seguir tres elementos de los estándares internacionales de derechos hu-manos: a) obligaciones del Estado como son respetar, proteger, garantizar y promover; b) elementos básicos de disponibilidad, accesibilidad y aceptabilidad; y c) principios de aplicación, núcleo de un derecho, principio de progresividad, prohibición de regresión y máximo uso de recursos disponi-bles. Aunado a ello, en forma transversal, se adicionan principios mínimos como son: a) la igualdad 

				
					22.	Coraggio, “El papel de la economía”, 25-27.

					23.	Articulo 25 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en la ley de la Economía Social y Solidaria.

					24.	Pedro Salazar Ugarte, La reforma constitucional sobre derechos humanos. Una guía conceptual (México: Instituto Belisario Do-mínguez del Senado de la República, 2014), 146.

					25.	Salazar Ugarte, La reforma constitucional, 149-152.
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				y no discriminación; b) la participación; c) la coordinación y articulación en los diversos niveles de gobierno; y d) mecanismos de exigibilidad26.

				No obstante lo anterior, para evitar que las políticas públicas se enfoquen en la periferia del sistema capitalista, al no resolver el problema estructural de la pobreza y desigualdades, sino limitarse a elimi-nar las que derivan de la aplicación de acciones neoliberales, deben atenderse diversos aspectos en las etapas del proceso de políticas públicas con la perspectiva de derechos humanos enfocados en la ESS:

				Definición del problema

				Los diversos efectos que trae consigo considerar que el mercado es perfecto y con diversas magnitu-des de desigualdad, pobreza y detrimento ecológico, aunado a la discrepancia existente entre lo que las personas desean y esperan en cuanto a una mejor calidad de vida, lo que es motivo de inquietu-des. Ello hace necesario que con un diagnóstico del problema, determinar una agenda de los diver-sos factores que implica el inicio y alcance de la problemática, para que sean tratados por los entes públicos y la sociedad con recursos económicos, sociales y políticos existentes. 

				En este sentido, los organismos de la ESS al no ser homogéneos en la forma de organización, tamaños y vocaciones productivas diferentes, su dificultad de consolidación27 atiende a tres ver-tientes: al bajo desarrollo de las iniciativas productivas por problemas de planeación en la formu-lación, incubación e implementación, limitada consolidación de proyectos productivos por su bajo desarrollo organizativo, empresarial y de gestión, así como al bajo desarrollo de la banca social, debido a las dificultades de registrar a tales organizaciones, lo que genera a su vez a estas últimas incertidumbre para sumar más socios y recursos. Ello aunado, a otras tres causas que inciden en cada una de las anteriores, como son: escasas posibilidades de inversión con capital propio, limita-das capacidades técnicas, operativas y humano para el desarrollo de proyectos productivos e insu-ficiente acceso a financiamientos.

				No obstante la existencia de limitaciones en los mecanismos de participación ciudadana directa institucionalizadas, al no contemplarse en forma expresa en la CPEUM, tanto del plebiscito y referén-dum, pero sí en ordenamientos de fuente internacional de derechos humanos y legales —con ob-

				
					26.	Salazar Ugarte, La reforma constitucional, 153.

					27.	Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL), Diagnóstico del Programa de Fomento a la Economía Social (México: SEDESOL, 2017), 46.
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				jetivos por su naturaleza muy diferenciados—,28 la dificultad de reunir el 0.13% de la lista nominal de electores para la iniciativa ciudadana, conforme al ordinal 71 fracción IV de la CPEUM, y la prohi-bición de consulta popular que dispone el artículo 35, fracción VIII, apartado 3º de la Constitución, entre otras materias como es en ingresos y gasto público; hoy en día la ciudadanía puede lograr incluir mayores ampliaciones temáticas de la ESS en la agenda política por medio de otras opciones no institucionalizadas como la actividad de organizaciones no gubernamentales, manifestaciones y cabildeos ante los órganos competentes, lo que facilitará que dichos temas sean considerados para la etapa posterior de elaboración de las acciones públicas.

				Diseño

				Una vez identificado en forma clara el problema, se definen los objetivos y la población a quienes son dirigidos, por lo que se aprecian las alternativas idóneas en cuanto a un balance de beneficios y cos-tos de factibilidad, se elige la mejor y se elabora el plan de acción de política pública, sin que se confun-da entre medios y objetivos para evitar aumento de costos económicos y bajo impacto en la sociedad.

				Sin embargo, la realidad identifica que la realización de la política pública se encuentra limita-da, debido a problemas de planeación, aun cuando existe el PND y el Sistema Nacional de Planea-ción Democrática (SNPD), pues inciden factores29 como el diseño por sexenios y no de largo plazo, la desarticulación de los órdenes de gobierno, federal, estatal y municipal en la acciones a realizar, escasos mecanismos de participación social, así como efectos no vinculatorios del PND para los entes públicos del país.

				Ello trae la atención de dos importantes ejes fundamentales, como es en materia de planeación y en el de gasto público, el primero al requerir incorporar una perspectiva a mediano y largo pla-zo, insertar a las políticas públicas como eje del gasto y gestión por la administración, estimular la participación ciudadana y social, así como el carácter vinculante del PND para todos los órganos del Estado, las revisiones constantes para actualizarlo y el establecimiento de sanciones a servidores pú-blicos por no cumplir el SNPD. Por otra parte, el segundo en el diseño, la aprobación y la ejecución del presupuesto público para el financiamiento de políticas públicas concretas, al ser asignada la riqueza económica conforme al cumplimiento del contenido del PND y sus diversos programas, así como 

				
					28.	Francisco Zúñiga Urbina, Nueva Constitución: Reforma y poder constituyente en Chile (México: UNAM-IIJ, 2014).

					29.	Pedro Vásquez Colmenares, “La planeación, el presupuesto y las políticas públicas”, en Los grandes problemas de México, ed. José Méndez (México: El Colegio de México, 2010), 105-123.
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				asignarle la naturaleza jurídica, para que sea objeto de discusión jurídica en la eficacia distributiva o redistributiva por entes administrativos, legislativos y jurisdiccionales.

				En este sentido, aun cuando la ESS se encuentra reconocida en el PND 2019-2024, 30los aspectos anteriores hacen necesario atender dos diversos problemas de vital importancia; el primero con-siste en aspectos medulares relacionados con su concepción y sus objetivos, donde pueden identi-ficarse las siguientes necesidades: a) apoyo en la formulación e incubación de formas de expresión u organización de ESS con viabilidad técnica y económica; b) financiamiento, asistencia técnica, capacitación y acompañamiento de dichas empresas para que puedan operar, desarrollarse y con-solidarse; c) aplicar recursos económicos al desarrollo de redes de organismos de la economía que fomenten el comercio y la colaboración mutua fortalezcan la capacidad de negociar y propicien su identidad, d) incentivos para promover el modelo de ESS.

				La segunda de las problemáticas consiste en las reglas de operación de los programas federales para apoyar a las organizaciones mutualistas, asociativas y cooperativas —especialmente de esta úl-tima—, para lo cual es necesario mayor conocimiento por las dependencias de los órganos públicos respecto a la ESS, para superar atrasos jurídicos y fácticos de apoyo y colaboración intercooperativa, el cobro de contribuciones a las prestaciones sociales a los socios cooperativistas, auditorías fiscales rigurosas a las cooperativas, apoyo económico a las cooperativas que no se ajustan a sus necesi-dades, criterios contradictorios de financiamiento por dependencias del gobierno federal, desco-nocimiento de los órganos públicos de la forma de trabajar de las cooperativas, separación de los programas que pretenden apoyar a las cooperativas y el estatismo de búsqueda de mercados por los entes públicos competentes.

				De esta manera cada acción pública requiere de la adecuada planeación y financiamiento de recursos económicos y de una adecuada técnica al respecto, cuya utilidad puede trascender para una mejor distribución presupuestal local, lo que sin duda lo constituye el presupuesto participativo al ser la propia población quien decide dónde invertir los recursos económicos para aumentar la justicia social.

				
					30.	Secretaría de Gobernación, Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 (México: Diario Oficial de la Federación, 2019).
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				Implementación o ejecución

				Consiste en la puesta en marcha del plan de acción planeado, con los objetivos propuestos,31 “a las condiciones específicas de los destinatarios: contexto cultural, situación social, ubicación terri-torial, condición económica”, la cual se vuelve dinámica al atender a la constante interacción entre los elementos como los objetivos, las acciones emprendidas y el entorno institucional.

				En esta etapa se vuelve crucial considerar el aspecto de asignación de recursos económicos, la existencia jurídica del programa, el equipo de personas debidamente capacitadas que lo ejecutará y la forma en la que participará la ciudadanía al considerar que32 aumenta la transparencia y ren-dición de cuentas del gobierno, fomenta la garantía de derechos humanos y el Estado de Derecho, contribuye a la formulación y financiamiento, así como a la prestación de servicios públicos, pro-mueve la participación de sectores pobres en las políticas públicas e incorpora más actores privados en la esfera pública, así como, la manera en la que se materializara tal plan de acción, sea en forma directa por el ente público, por un órgano no gubernamental o en su caso por las dos anteriores en forma conjunta.

				Seguimiento o evaluación

				La evaluación del impacto de las acciones implementadas resulta de vital importancia, para apreciar los efectos logrados en la realidad social y poder reajustarla o en su caso eliminarla.

				Pese a su importancia,33 la negativa de su práctica atiende a limitaciones técnicas, a la resistencia del gobierno, así como el cuestionamiento anticipado por la ciudadanía al no obtener resultados inmediatos.

				Como puede apreciarse, las limitaciones normativas existentes en las dos primeras etapas del desarrollo de las políticas públicas aplicables para el modelo de gestión y organización de la ESS, trascienden en su ejecución y pese al seguimiento y evaluación de las mejoras a implementarse o corregirse, la eficacia para lograr un alto nivel de vida de las personas se prolonga en el tiempo, al existir estructuras normativas y fácticas que influyen a la repetición de dicho retardo, con la ineficaz satisfacción al derecho humano al desarrollo, pues aun cuando las personas pretenden participar 

				
					31.	Daniela Arias Torres y Hugo Amador Herrera, Entre políticas gubernamentales y políticas públicas. Análisis del ciclo de las políti-cas de desarrollo del gobierno del estado de Michoacán (México: Instituto Nacional de Administración Pública, A. C., 2012), 58.

					32.	Mónica Tapia Álvarez, “Organizaciones de la sociedad civil y políticas públicas”, en Los grandes problemas de México. Políticas Públicas, coord. José Luis Méndez (México: El Colegio de México, 2010), 420.

					33.	Arias Torres y Amador Herrera, Entre políticas gubernamentales, 59.
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				en el proceso económico, social, cultural y político, se encuentran con obstáculos que les impide disfrutar del alto nivel de vida buscado.

				 Conclusiones

				Resulta inminente que los derechos humanos, al encontrarse como eje central del sistema jurídico en México, traen como resultado que las funciones de los órganos públicos deban dirigirse a cumplir los derechos fundamentales de quienes dependen de sus bienes y servicios conforme a sus competencias.

				El derecho humano al desarrollo implica considerar que el desarrollo, al ser un proceso comple-jo, se coloque en el centro a la persona, para que en forma individual o colectiva, mediante su par-ticipación en dicho desarrollo, logre obtenerse y distribuirse en forma equitativa los beneficios y el bienestar de quienes integran la población.

				Es innegable la estrecha relación existente entre el modelo económico aplicable en el país con el derecho al desarrollo; el primero, si es eficaz, será el instrumento para generar riqueza económica que permita financiar las acciones públicas, bajo las cuales se podrá aumentar el nivel de vida de las personas, pero en cambio si el primero acrecenta las brechas de desigualdad e injusticia social, debe valorarse aplicar nuevas alternativas de generación de riqueza y bienestar social para evitar dicha afectación a generaciones presentes y futuras.

				La ESS constituye un enfoque de economía sustantiva, bajo el cual las personas se organizan en forma local y regional, activan relaciones sociales no capitalistas y se allegan de las condiciones ma-teriales que requieren para resolver las diversas necesidades que presenta su comunidad. Sin duda, constituye un medio, cuya implementación permite adaptarse al fin buscado por el derecho huma-no al desarrollo.

				Hoy en día las acciones de los entes públicos por materializar la ESS se traducen en políticas pú-blicas, que al tener el deber de cumplir con el enfoque de derechos fundamentales para atender al cumplimiento de estándares de fuente constitucional e internacional de derechos humanos, puede apreciarse que en cada etapa que las constituyen acontecen múltiples obstáculos para la eficacia de la nueva forma de pensar la economía, que permita satisfacer el bienestar social.

				Finalmente, pese a la moderna técnica del bloque de constitucionalidad de derechos humanos implementada en el Estado, se aprecian efectos de la parte orgánica que limita los derechos fun-damentales al no permitir nuevas formas de juridicidad de las instituciones, lo cual trasciende al 
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				gestar problemas de planeación, asignación del gasto público, así como en la ausencia de medios de participación ciudadana en las etapas que forman parte de las políticas públicas.
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